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La regulación de la
prestación privada de




División de Medio Ambiente
y Desarrolla,
Desde el decenio de 1970, los gobiernos de la región han ve-
nido transfiriendo, de una forma u otra, empresas públicas y
otras instituciones estatales al sector privado. La privatización
ya se ha extendido a todos los sectores de la economía, inclui-
dos los servicios de agua potable y alcantarillado. La partici-
pación del sector privado en la prestación de estos servicios
puede traer consigo importantes mejoras de eficiencia, pero no
garantizará por sí sola una mejora duradera del bienestar so-
cial, porque estos servicios no se prestan en un mercado com-
petitivo. Por lo tanto, los resultados dependerán del régimen
de regulación en el que actúen las industrias, régimen cuya
eficacia estará determinada por la capacidad de los gobiernos
de buscar y crear condiciones institucionales y regulatorias
que obliguen a que las empresas proveedoras sean eficientes y
se hagan eco de las necesidades de sus clientes. El presente
artículo se concentra en las cuestiones que han de abordarse al
preparar un marco regulatorio adecuado para el sector del agua
potable y el alcantarillado.
AGOSTO 1998
156 R E V I S T A D E L A C E P A L 6 5 • A G O S T O 1 9 9 8
I
Introducción
La prestación de servicios de agua potable y alcanta-
rillado se ha caracterizado en América Latina y el Ca-
ribe por una enorme deficiencia o disfunción guberna-
mental. Esta es la razón fundamental del actual fenó-
meno tan extendido de la adopción de medidas para
potenciar la participación del sector privado. Tal par-
ticipación brindaría mejoras de eficiencia potencial-
mente importantes, pero por sí sola no garantizaría una
mejora duradera del bienestar. Esto porque los servi-
cios de agua potable y alcantarillado tienden a ser mo-
nopolios naturales cuando su prestación por una sola
empresa se traduce en menores costos que si fuera pres-
tado por dos o más compañías. En este caso, la com-
petencia no resulta posible o entrañaría una duplicación
ineficiente y prohibitivamente costosa de los activos
fijos y economías de escala desaprovechadas.
En ausencia de un mercado competitivo, los re-
sultados dependerán de la capacidad de los gobiernos
de encontrar soluciones institucionales y normativas
apropiadas que obliguen a que las empresas sean efi-
cientes y se hagan eco de las necesidades de sus clien-
tes. Entonces, es importante determinar cuáles son los
rasgos que contribuyen a que se logre con ello mejo-
rar el bienestar o se fracase en el propósito. Esto ad-
quiere especial importancia dado que la regulación de
monopolios privados no es fácil: "la regulación eficaz
es forzosamente un asunto complejo, y pretender lo
contrario puede tener consecuencias perjudiciales a
largo plazo para las industrias interesadas; una simpli-
ficación excesiva del marco inicial de regulación de los
monopolios privatizados ... conducirá muy a menudo
a la aparición de dificultades mucho más graves en un
plazo más largo" (Vickers y Yarrow, 1988). A esto hay
que agregar que los gobiernos de los países de la re-
gión tienen poca experiencia en este campo, puesto que
al permanecer la mayoría de las empresas del sector
en manos del Estado nunca desarrollaron sistemas de
regulación.
El paso brusco desde la propiedad pública y el
control burocrático a un monopolio privado sujeto a re-
gulación cambia por completo las demandas sobre las
instituciones gestoras del sector y exige también un
minucioso replanteamiento de las políticas de gestión
de los servicios de agua potable y alcantarillado. La
privatización no sólo exige que el Estado se retire de
muchas actividades, sino también que asuma otras
nuevas, que a menudo revisten un carácter muy distin-
to y exigen de su personal aptitudes y conocimientos
diferentes. En lo que toca a los servicios de agua po-
table y alcantarillado, la experiencia muestra que la pri-
vatización no se acaba simplemente con el traspaso de
activos, sino que exige una actuación reguladora con-
tinua por parte del sector público.
II
El diseño de sistemas de regulación
Conviene distinguir dos modalidades amplias de regu-
lación, a saber: la regulación estructural, que determi-
na qué organizaciones o tipos de organizaciones pue-
den dedicarse a determinadas actividades, y la regula-
ción de la conducta, que atañe al comportamiento que
se permite a las organizaciones en las actividades a las
que han elegido dedicarse (Vickers, 1991). Así pues,
la regulación de la conducta ejerce un control directo
sobre los objetivos de las empresas reguladas, mien-
tras la estructural ejerce un control directo sobre el
entorno estructural de la empresa, pero no sobre su
comportamiento (Perry, 1984), Por regla general, los
monopolios naturales requerirán una combinación de
esos dos tipos de regulación.
La índole de la regulación de la conducta está dic-
tada en gran medida por la regulación estructural. Para
poder reducir al mínimo las posibilidades de una dis-
función o deficiencia gubernamental, la conducta debe
regularse lo menos posible.
Los reguladores deben tratar de crear una estruc-
tura de recompensas que ofrezca a las empresas incen-
tivos considerables para adoptar opciones socialmente
óptimas en lugar de dedicarse a la microgestión, que
no es muy distinta de la gestión de empresas de pro-
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piedad estatal; convertir un monopolio público en
monopolio privado altamente regulado no tiene mucho
mérito. Para crear una estructura así es necesario de-
terminar las causas precisas de las disf'unciones del
mercado, valiéndose de la regulación estructural para
aislar aquellas actividades a las que esas disfunciones
están vinculadas, y focalizando la regulación de la con-
ducta directamente en las esferas en que las disfun-
ciones del mercado sean más agudas. Si no se logra
alcanzar este objetivo con la regulación estructural, es
posible que la regulación de la conducta resulte inefi-
caz para contener el poder monopolístico y puede que
provoque ineficiencias en la productividad y en la asig-
nación de los recursos. Así pues, el diseño regulador
correcto potencia al máximo los beneficios derivados
de eliminar las disfunciones del mercado, en relación
al costo de la intervención gubernamental, porque a
medida que ésta aumenta los beneficios marginales de
la regulación disminuyen linealmente, mientras que los
costos aumentan cxponencialmente (Jones, 1994).
¿En qué medida deben recurrir las autoridades
públicas a la regulación estructural o a la regulación
de la conducta? He aquí un problema empírico que
depende forzosamente de las circunstancias específi-
cas de cada industria, como el ámbito para el ingreso
a ella y la competencia que permiten las condiciones
tecnológicas y de mercado y el grado de asimetría de
la información.
Hay sectores en que la liberalización de los mer-
cados y la reestructuración aportan presiones positivas
de exposición a la competencia que evitan conductas
monopólicas. En otros, se ubican las industrias, inclui-
dos los servicios de agua potable y alcantarillado, en
las cuales las posibilidades de ingreso y la competen-
cia están limitadas por la tecnología actual en las ac-
tividades básicas de transmisión y distribución. En
estas industrias, incluso si se eliminaran todos los obs-
táculos al ingreso, no se producirían nuevas entradas
salvo a expensas de la eficiencia productiva, por la
duplicación de los activos fijos a un costo prohibitivo.
En las industrias que tienen un alto grado de monopo-
lio natural, la respuesta normativa apropiada es la regu-
lación de la conducta, en lugar de la reforma estructu-
ral y la promoción de la competencia.
Otros factores importantes son la naturaleza de los
componentes de la infraestructura que definen a una
empresa como monopolio natural y la velocidad de los
cambios en las condiciones tecnológicas y los merca-
dos subyacentes (Beesley y Littlechild, 1989). Allí
donde los sistemas son de carácter local y el ritmo de
cambio es lento, como en el caso de los servicios de
agua potable y alcantarillado, existen las condiciones
más prometedoras para regular la conducta. Por otro
lado, si el sistema es de carácter nacional y el ritmo de
cambio es rápido, tal regulación será más difícil.
III
La información asimétrica
La información adecuada tiene una importancia pri-
mordial para que la regulación sea eficaz. Los orga-
nismos reguladores tropiezan con una limitación fun-
damental, que es la falta de información sobre los ser-
vicios públicos que regulan: "el problema de la regu-
lación es esencialmente un problema de control con
información incompleta" (Laffont, 1994), Los cuadros
directivos de la compañía regulada cuentan siempre
con mejor información que la entidad reguladora so-
bre los costos de la industria y las condiciones de la
demanda, incluidos los efectos de la incorporación de
nuevas tecnologías y los medios más eficientes de ex-
plotación, y también sobre el propio comportamiento
de la empresa, en particular respecto al esfuerzo por
reducir sus costos. Gracias a la información asimétrica
las empresas pueden sacar partido a su monopolio de
información y obtener beneficios más que normales,
lo que genera una pérdida global de bienestar social y
una asignación ineficiente de recursos.
La existencia de asimetría de la información tie-
ne tres repercusiones importantes:
i) las perspectivas de generar información con
fines de regulación deben ser un elemento importante
en las decisiones oficiales sobre la índole del régimen
regulador y la estructura de la industria (Beesley y
Littlechild, 1989).
ii) en lugar de utilizar métodos de mando y con-
trol, es decir, dar instrucciones a la empresa sobre to-
dos los aspectos de su funcionamiento y exigirle que
siga las órdenes que se le dan, y depender de la mi-
crogestión, el objetivo regulador debe llevar a diseñar
mecanismos que incentiven a la empresa regulada a
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emplear su información de superior calidad para ma-
ximizar la consecución de los objetivos de la sociedad
mientras persigue su propio interés, en lugar de limitar-
se a extraer rentas de su monopolio de la información
(Acton y Vogelsang, 1989; Sappington, 1994).
iii) los órganos reguladores deben tener acceso
obligatorio a la información interna de la empresa re-
guiada —por ejemplo, por medio de auditorías— y de-
ben velar también por la transparencia de la informa-
ción. La transparencia de las cuentas es un rasgo muy
importante de la regulación en los Estados Unidos, país
en el que se emplea un sistema uniforme de cuentas
en el que se clasifican todas las cuentas de las empre-
sas de servicios públicos dentro de un sistema común
(Organismo Internacional de Energía, 1994).
Además, para superar las asimetrías de la infor-
mación las autoridades reguladoras deben disfrutar de
bastante discrecionalidad —aunque adecuadamente
restringida— así como de medios administrativos y fi-
nancieros considerables.
Existen varios mecanismos para obtener la infor-
mación mediante los cuales los órganos reguladores
pueden reducir la ventaja informativa de que disfruta
la industria regulada.
Uno de ellos es el de las licencias (franchising) o
competencia por el mercado. Cuando en el seno de una
industria no resulta posible la competencia directa en
el mercado, la licencia, es decir, la competencia por el
derecho de ser el monopolista, es otro mecanismo para
extraer información. Cuando muchos interesados que
se enfrentan a los mismos costos en materia de tecno-
logías y de producción presentan ofertas no colusorias
para tener derecho a ser el monopolista, la competen-
cia por el mercado entre los productores ex ante pue-
de disminuir la posible ventaja informativa del provee-
dor ex post a través de las condiciones competitiva-
mente determinadas del contrato de licencia. Este en-
foque se está utilizando de manera creciente en Amé-
rica Latina y el Caribe, siendo ejemplo de ello las con-
cesiones y arreglos afines en Argentina y México. Sin
embargo, no obstante sus muchas e interesantes carac-
terísticas, los arreglos en materia de licencias presen-
tan importantes limitaciones (CEPAL, 1997; Williamson,
1976). Las actividades del sector de agua potable y
alcantarillado son más proclives a esas dificultades. Los
obstáculos más importantes incluyen el peligro de que
la licitación de la licencia deje de ser competitiva; los
problemas relacionados con la visibilidad y transfe-
ribilidad de las inversiones, que pueden distorsionar
tanto los incentivos para invertir como la índole de la
competencia por la licencia, y las dificultades de la es-
pecificación y administración de los contratos.
Otro mecanismo es el de la competencia por re-
ferencia o comparación, que parece ser la senda más
prometedora para abordar formalmente el problema de
la información asimétrica en los servicios públicos
privatizados en el sector de agua y alcantarillado.
Denominada también competencia por comparación o
competencia por el ejemplo, este método fomenta la
competencia en la reducción de ¡os costos entre mo-
nopolistas y lo hace indirectamente a través del meca-
nismo regulador, mediante comparaciones con el ren-
dimiento de empresas en otros lugares. El principio
básico que subyace a este planteamiento es el de des-
acoplar la estructura de precios de la empresa de servi-
cios públicos de los costos que ella misma notifica y,
de esa forma, limitar sus oportunidades de distorsio-
nar sus dalos sobre costos. Las oportunidades de utili-
zar la competencia por referencia en los servicios de
agua potable y alcantarillado se derivan de que —como
consecuencia de la estructura reguladora común y de
muchos rasgos comunes en el entorno de explotación y
en los mercados de insumos y productos de los provee-
dores de servicios— al fijar los precios o los niveles de
calidad del servicio a que aspira una empresa, las es-
tadísticas de rendimiento de las demás empresas sue-
len contener indicios informativos relacionados con las
compensaciones económicas subyacentes a las que se
enfrenta la directiva de la empresa en cuestión (Vickers
y Yarrow, 1988). Sin embargo, no es fácil implantar
la competencia por referencia. A los órganos regula-
dores les ha resultado difícil incorporarla explícitamen-
te en los marcos regulatorios (Cowan, 1993; Helm,
1994), pero pese a los problemas que plantea, cada día
se utiliza más, tanto en la regulación de precios como
en la regulación de la calidad de los servicios.
Las ventajas de la competencia por referencia son
parte del argumento en pro de que existan empresas
separadas horizontalmente en lugar de una sola empre-
sa nacional en las industrias de monopolio natural
(Vickers, 1995). Las fusiones, las absorciones, los
acuerdos de gestión conjunta y otros cambios de la
estructura de la industria pueden afectar al órgano re-
gulador en su capacidad de utilizar eficazmente la
competencia por referencia. Esto no excluye las fusio-
nes, pero dado que la pérdida o la degradación de los
elementos de comparación, sobre todo entre empresas
más grandes o más eficientes, hace menos eficaz la
competencia por referencia, el órgano regulador debe
tratar de introducir elementos de comparación nuevos
y mejores y vincularlos a beneficios inmediatos para
los clientes, sobre todo en forma de precios más bajos
(OFWAT, 1995a).
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IV
Regulación de conducta
Si bien, como regla general, la política más adecuada
para estimular la eficiencia es la de reformas estructu-
rales destinadas a fomentar la competencia, las caracte-
rísticas de los servicios de agua potable y alcantarillado,
especialmente en los países relativamente pequeños o
de bajo nivel de desarrollo económico, restringen las
posibilidades de tal reestructuración. En situaciones co-
mo éstas, la regulación de conducta se convierte en el
instrumento más importante, si no el único.
La regulación de conducta se preocupa de los di-
ferentes aspectos del comportamiento de las empresas
reguladas, tales como su política de precios, la calidad
de sus productos y servicios, sus inversiones, etc. La
misión de esta regulación es reproducir en una indus-
tria monopólica los resultados de una situación com-
petitiva y proveer los mismos incentivos que los com-
petidores hubieran generado en un mercado competi-
tivo.
El enfoque tradicional de la regulación de conduc-
ta se concentra en las actividades de seguimiento, fis-
calización y auditoría. Se parece mucho a la relación
existente entre un ministerio y un monopolio estatal
que éste administra. El enfoque más moderno privile-
gia la regulación a través de incentivos económicos que
obliguen a las empresas reguladas a operar eficiente-
mente.
1. La regulación de los precios
a) La regulación explícita de los precios
La parte más visible de la regulación de conduc-
ta quizás sea la fijación de tarifas. Hay muchos esque-
mas de regulación de precios, pero todos pueden
clasificarse entre dos extremos opuestos: la regulación
según su rentabilidad (el método tradicional de regu-
lación de los servicios públicos en muchos países, es-
pecialmente en los Estados Unidos) y la regulación por
índice de precios, que se puso en práctica en Inglate-
rra y Gales a mediados de los años ochenta.
En los últimos años, la regulación tradicional
basada en la tasa de rentabilidad ha sido objeto de crí-
ticas por dos motivos principales: i) porque proporcio-
na pocos incentivos para reducir los costos e innovar,
y ii) porque alienta a las empresas a emplear una rela-
ción capital/trabajo ineficientemente elevada para su
nivel de producción; el llamado efecto Averch-Johnson
(véase Averch y Johnson, 1962). Una serie de estudios
empíricos sobre la industria del agua potable y alcan-
tarillado de los Estados Unidos no ha podido descu-
brir diferencias importantes en la eficiencia relativa de
las empresas privadas sujetas a la regulación por ren-
dimiento y las empresas públicas, lo que parecería
confirmar las escasas propiedades incentivadoras de la
regulación por rentabilidad (véase Feigenbaum y
Teeples, 1983; Byrnes, Grosskopf y Hayes, 1986; Lam-
bert, Dichev y Raffiee, 1993).
Dejando aparte las críticas que se han vertido
acerca de sus propiedades incentivadoras, la regulación
de rentabilidad cuenta con algunas ventajas. Al propor-
cionar una garantía de una rentabilidad justa, brinda
una especie de compromiso a largo plazo que resulta
crucial para las inversiones con un elevado componente
de costo no recuperable, como ocurre en el sector de
agua potable y alcantarillado (Laffont, 1994). También
define un procedimiento viable que brinda garantías a
los inversionistas contra el riesgo de quiebra y facilita
un sistema sólido de frenos y contrapesos. Además, es
probable que la regulación por rentabilidad tenga una
repercusión descendente en el costo del capital (Grout,
1995). Aunque tal vez brinde menores incentivos para
reducir los costos, por regla general funciona bien ante
la incertidumbre de éstos y la asimetría de la informa-
ción sobre las capacidades de las empresas reguladas;
de hecho, aminora la capacidad de la empresa regula-
da de beneficiarse de la ignorancia en materia de re-
gulación o bruscos movimientos favorables de los cos-
tos (Schmalensee, 1989).
La regulación por índice de precios trata de evi-
tar los problemas vinculados a la regulación por renta-
bilidad, sobre todo la tendencia de esta última a ejer-
cer una presión alcista en los costos, y a la vez busca
limitar el ámbito de la deficiencia regulatoria y reducir
la carga de la regulación, Se afirma que el hecho de re-
gular los precios en lugar de los beneficios aporta sóli-
dos incentivos para mejorar la eficiencia e innovar la
tecnología de producción y las ofertas de servicios, ayu-
da a promover la competencia y también concentra la
regulación precisamente en los servicios concretos en
que la disfunción del mercado y la preocupación pú-
blica son más intensas, velando de ese modo por que
los consumidores estén protegidos eficazmente contra
los abusos monopolísticos.
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Sus deficiencias más importantes tal vez sean la
dificultad de determinar los factores de ajuste de los
precios y la incertidumbre asociada con el proceso, la
que puede traducirse en un mayor costo de capital y
desíncentivar la inversión. Más importante aún es el
hecho de que, con este sistema, los ingresos que una
empresa regulada percibe pueden desviarse considera-
blemente de los niveles normales o razonables, lo que
sugiere que a los gobiernos tes podría ser difícil optar
por la regulación basada exclusivamente en el índice
de precios. Inevitablemente, en una industria monopo-
lística con gran densidad de capital, como lo es la de
agua potable y alcantarillado, las autoridades regu-
ladoras llegaron rápidamente a la conclusión de que los
controles de precios deben complementarse con una
evaluación de las necesidades de gastos de capital, in-
cluido el reconocimiento de las consecuencias finan-
cieras del gasto de capital en los ajustes de precios
(Jeffery, 1994). Esto desdibuja la diferencia entre el en-
foque de índice de precios y la regulación por rentabi-
lidad.
A pesar de esto, hay motivos para preferir la re-
gulación por índice de precios al principio, después de
la privatización. Como, sobre todo, las ganancias de
productividad son potencialmente mayores inmediata-
mente después de la privatización, sus mejores propie-
dades incentivadoras resultan de especial importancia
durante ese período (Beesley y Littlechild, 1989). En
las industrias que tienen una estructura industrial des-
centralizada, los motivos para preferir la regulación por
índice de precios se ven reforzados por las posibilida-
des que tiene el organismo regulador de generar mejor
información y superar la asimetría de la información
mediante la competencia por referencia o comparación.
Además, dado que la regulación por índice de precios
sirve para controlar las empresas dominantes cuando
el mercado competitivo fiscaliza sus ganancias, se ha
sugerido que este tipo de regulación es más eficaz y
apropiado como medida transitoria en la senda hacia
la desregulación total y la plena competencia (Braeuti-
gam y Panzar, 1993; Schmalensee, 1995).
Aunque los dos sistemas en su forma "pura" pue-
den parecer muy diferentes, sus calidades en cuanto a
incentivos para reducir costos e invertir en forma efi-
ciente son muy parecidas en el mundo real, donde
cualquiera de ambos suele incluir ingredientes del otro
que los hacen muy similares tanto en sus virtudes como
en sus deficiencias. Por ejemplo, el retraso regulatorio
y los ajustes automáticos de precios refuerzan los in-
centivos del sistema de regulación por rentabilidad y
lo hacen más parecido al de regulación por índice de
precios, mientras que la necesidad de asegurar a los
inversionistas una tasa de retorno razonable sobre el
capital acerca el sistema de regulación por índice de
precios al de regulación por rentabilidad e introduce
las mismas deficiencias. Lo que importa no es cómo
se llama el sistema, sino factores como la duración del
período de retraso regulatorio y las expectativas que
el sistema genera en los inversionistas sobre cómo y
con qué van a reajustarse los precios (Jones, 1994).
El proceso de cálculo de las tarifas de los servi-
cios de agua potable y alcantarillado que actualmente
se utiliza en Chile es un buen ejemplo de un proceso
que incorpora ingredientes de esquemas distintos.
Primero, la tarifa se determina sobre la base de
la simulación de una así llamada "empresa modelo",
que se define como una empresa diseñada con el ob-
jetivo de proporcionar los servicios de agua potable y
alcantarillado en forma eficiente, considerando la nor-
mativa y reglamentación vigentes y las restricciones
geográficas, demográficas y tecnológicas en las cua-
les deberá enmarcar su operación. Esto representa una
forma de regulación por comparación, puesto que los
costos son aquellos en que incurriría la empresa mo-
delo y no los de la empresa real correspondiente, lo
que, por lo menos en teoría, impide la instituciona-
lizaron de ineficiencias. Si el regulador utiliza los
costos efectivos de la empresa real, valida sus posibles
ineficiencias y le da incentivos para manipular estra-
tégicamente la información que entrega al regulador.
Entonces, el regulador se verá obligado a utilizar otras
fuentes de información que tampoco son perfectas.
Segundo, las tarifas tienen carácter de precios má-
ximos y un período de vigencia de cinco años. Además,
para hacer posible este retraso regulatorio relativamente
largo, son indexadas. Estas características introducen en
el cálculo de tarifas elementos de la regulación por ín-
dice de precios, puesto que las empresas pueden be-
neficiarse de la reducción de costos que realicen antes
de la siguiente revisión periódica.
Tercero, en el esquema se incorporan ciertos ele-
mentos de la regulación por rentabilidad. Las tarifas
se calculan como para generar una rentabilidad sobre
activos no inferior al 7%. Además, si en la siguiente
revisión periódica se demuestra que ha habido variacio-
nes importantes en los supuestos básicos del cálculo
tarifario, se pueden modificar las fórmulas tarifarias,
de común acuerdo entre el regulador y la respectiva
empresa.
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b) La regulación implícita de los precios u otros
aspectos de conducta
La regulación por código comercial, también de-
nominada "regulación potencial" o "regulación por
amenaza", no exige un marco regulador específico de
un sector. Las empresas funcionan con entera libertad
sin una regulación específica, pero los organismos re-
guladores vigilan y evalúan su actuación con arreglo
a principios establecidos por la legislación de defensa
de la competencia o la legislación antimonopolista en
general; además, existe la amenaza convincente de una
intervención reguladora si fas empresas se comportan
de forma anticompetitiva, si los precios aumentan más
de lo considerado razonable o si la calidad disminuye
o los consumidores no quedan razonablemente satis-
fechos con la calidad y precios de los productos y ser-
vicios que reciben.
Los estudios del comportamiento de empresas
amenazadas de regulación (Glazer y McMillan, 1992)
sugieren que:
i) Su comportamiento está determinado por el
efecto marginal de los cambios de precios en la pro-
babilidad de regulación;
ii) Un monopolio no regulado considerará la re-
percusión de su política de precios en la probabilidad
de regulación;
iii) Como ante la amenaza de regulación un mo-
nopolio reduce el precio para impedirla, la imposición
efectiva de la regulación puede tener poco efecto en
su precio o en sus ganancias previstas, y
iv) Las empresas tal vez modifiquen sus precios
más como respuesta a los cambios en la probabilidad
percibida o en la severidad de la regulación que a su
imposición efectiva.
La aplicación de la regulación por código comer-
cial es relativamente sencilla, es poco costosa y cons-
tituye el medio de implantar la regulación gradualmen-
te, factores todos ellos especialmente importantes en
países con poca experiencia en materia de regulación
explícita. Resulta especialmente indicada cuando el
costo de los errores es bajo y como medida temporal
para proteger al consumidor contra el poder mono-
polístico hasta que se implante la competencia o una
regulación efectiva. En cambio, el temor racional de
que algún gobierno futuro imponga una estricta regu-
lación de precios obligará a que las empresas no au-
menten sus beneficios excesivamente, lo que puede
lograrse manteniendo los precios a un nivel bajo, pero
también no esforzándose demasiado y no aprovechan-
do todas las oportunidades para reducir los costos
(Jones, 1994).
2. La regulación de la calidad del servicio
a) Diversos mecanismos para regular la calidad del
servicio
La reducción de la calidad del producto o de los
niveles de servicio equivale a un aumento de precio.
Sin una regulación adecuada de la calidad del servicio,
la regulación de los precios puede resultar ineficaz: se
puede explotar a los compradores de una forma igual-
mente eficaz si se les da un servicio deficiente o no apto
para el consumo que si se les cobran precios excesi-
vos (Kahn, 1988).
En la actualidad la competencia en los servicios
básicos de transporte y distribución de los servicios de
agua potable y alcantarillado, así como la posibilidad
de sustitución de demanda, son limitadas o inexistentes
en la mayoría de los casos. Además, los mercados de
estos servicios se caracterizan por asimetrías de infor-
mación entre los proveedores de ellos y sus clientes, y
los proveedores de servicios suelen funcionar en régi-
men de monopolio. Por estas razones es muy poco pro-
bable que el control de precios por sí solo pueda brin-
dar suficientes incentivos a las empresas que buscan
maximizar sus beneficios como para llevarlas a opcio-
nes de calidad socialmente óptimas (Shapiro, 1983;
Leland, 1979; Spence, 1975). Existe por lo tanto una
sólida justificación para complementar la regulación de
precios con la regulación de la calidad del servicio.
Los métodos más comunes de regulación de cali-
dad incluyen los que se describen a continuación (Ro-
vizzi y Thompson, 1995):
i) La divulgación de información sobre lo que se
hace en materia de calidad es un método simple y ba-
rato que puede fomentar la presión del público y de los
medios de comunicación sobre las empresas que tie-
nen una actuación deficiente, pero suele facilitar po-
cos incentivos para mejorar.
ii) Los planes de responsabilidad civil y sistemas
afines tienen importantes ventajas: pueden proporcio-
nar sólidos incentivos a las empresas privadas para
mejorar la calidad, su vigilancia y cumplimiento están
descentralizados, son flexibles porque permiten a la
compañía compensar los cambios de la calidad del
servicio con el incremento de sus costos y los clientes
reciben indemnización por mal servicio. Sin embargo,
pueden resultar en elevados costos de transacción, y
son más adecuados cuando se pueden verificar con
facilidad los incumplimientos en materia de calidad.
Parecen especialmente indicados ante cortes del sumi-
nistro, racionamiento y problemas análogos. Por los
costos y las dificultades de aplicación de los planes de
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responsabilidad civil, son más apropiados para los
grandes consumidores.
iii) Los planes de indemnización a los clientes o
las normas garantizadas de cumplimiento, en cambio,
suelen resultar más apropiados para la mayoría de los
consumidores comunes, sobre todo cuando las faltas
de calidad son fáciles de observar. Entrañan el esta-
blecimiento de normas de servicio respaldadas por un
sistema de penalizaciones pecuniarias que en caso de
incumplimiento se pagan al gobierno o, lo que sería
preferible, directamente a los clientes afectados. En
Inglaterra y Gales, por ejemplo, el Plan de Normas
Garantizadas dispone que se efectúen pagos de canti-
dades fijas cuando la compañía no cumpla ciertas nor-
mas de servicio garantizadas (OFWAT, 1995b). El plan
prevé un pago uniforme de 10 libras (unos 15 dólares)
por cada incumplimiento de la norma garantizada, sal-
vo en el caso de desbordamiento de alcantarillas, en
que el pago equivale al reembolso al cliente de la cuota
anual de alcantarillado. Los pagos por concepto de
algunos incumplimientos del servicio se efectúan auto-
máticamente; si no se han abonado en el plazo de 10
días laborables a partir del incumplimiento, el cliente
tiene derecho a un pago suplementario, Si se trata de
otro tipo de incumplimiento, el cliente debe presentar
una reclamación por escrito.
iv) Las normas sobre calidad mínima del servi-
cio, que para ser más eficaces, han de respaldarse con
sanciones legales explícitas, como multas o la modifi-
cación o revocación de la licencia, o la amenaza implí-
cita de revisar el precio regulado o imponer normas de
calidad del servicio de obligado cumplimiento; y para
ser eficientes, han de establecerse remitiéndose a sus
beneficios y costos. Son adecuadas para aquellas situa-
ciones en que existen asimetrías informativas entre
proveedores y clientes, y cuando pequeños cambios de
calidad pueden producir graves daños (Rovizzi y
Thompson, 1995).
v) Finalmente, la incorporación explícita de una
cierta medida de calidad del servicio en la fórmula de
control de precios, o su consideración implícita en la
revisión regulatoria. Este mecanismo puede incluir la
adopción de medidas para reducir el precio, los bene-
ficios o los ingresos si una empresa no cumple las me-
tas de calidad, o la puesta en marcha de una revisión
regulatoria en caso de que la calidad del servicio cai-
ga por debajo de ciertos niveles preestablecidos. Un
mecanismo de esa índole correctamente aplicado co-
piaría los incentivos que existen en los mercados com-
petitivos, pero entraña una pesada carga informativa.
En cualquier caso, la fijación de precios no debe ha-
cerse sin tomar en cuenta los aspectos de calidad de
los productos y servicios regulados y, por ende, el
regulador deberá vigilar si la empresa regulada alcan-
za oportunamente los niveles de calidad presupuesta-
dos en sus tarifas.
b) El problema de la agencia común
Cuando una empresa se enfrenta a los distintos
organismos reguladores —de la calidad del servicio,
de la contaminación y otros aspectos ambientales y de
los precios—, cuyas preferencias respecto de las diver-
sas medidas posibles suelen estar en conflicto, puede
surgir lo que se denomina generalmente el problema
de la agencia común, que puede crear tensiones entre
los organismos reguladores y plantear el peligro de
unos resultados antieficientes (Barón, 1985 y 1989).
El potencial de ineficiencia pone de relieve la ne-
cesidad de una cooperación más estrecha entre los
organismos reguladores, de que existan procedimien-
tos institucionales que garanticen la adopción colecti-
va de decisiones, de que las atribuciones de los organis-
mos reguladores sean compatibles, y de que se impon-
ga al organismo regulador ambiental la obligación
explícita de equilibrar los costos y ¡os beneficios, siem-
pre que no se pongan en peligro las obligaciones jurídi-
cas (Cowan, 1993). En el sector de agua potable y al-
cantarillado en Inglaterra y Gales, la Office of Water
Services (OFWAT), en su calidad de organismo regulador
económico, no toma decisiones acerca de las políticas
ambientales, sino que vela por que los encargados de
adoptarlas cuenten con toda la información necesaria, se
esfuerza por asegurar que se disponga de un cálculo de
costos y que se hayan examinado suficientes solucio-
nes y se preocupa de que las compañías puedan plani-
ficar sus programas de inversión en un clima regula-
dor razonablemente estable (Booker, 1994). Asimismo,
inculca a los organismos reguladores de la calidad la
importancia que reviste el llevar a cabo un análisis eco-
nómico adecuado antes de que se adopten normas más
estrictas.
3. La regulación de la cantidad
Muchos bienes y servicios hídricos forman una peque-
ña pero indispensable parte del costo total de la am-
plia gama de productos en los que se utilizan, y cu-
bren una necesidad de la que los consumidores no
pueden prescindir fácilmente. Por lo tanto, las pérdi-
das derivadas de la disfunción del servicio pueden ser
significativas en términos financieros, sociales y polí-
ticos, en relación con el costo básico de prestarlo. Por
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esta razón, las empresas de servicios públicos suelen
estar sujetas a obligaciones de servicio universal, o sea,
de servir a todos aquellos que viven en el área cubier-
ta, solicitan el servicio, están dispuestos a pagarlo y
pueden hacerlo. Sin una obligación de esa índole, las
empresas de servicios públicos no tendrían la motiva-
ción de dar servicio cuando los costos de la demanda
aumentasen transitoriamente. Para las industrias de
servicios públicos, este requisito significa a veces que
deben hacer una inversión de capital en esferas antieco-
nómicas o que deben mantener un tipo de servicio no
rentable, pero más a menudo significa que deben am-
pliar su capacidad con antelación al crecimiento de la
demanda (Phillips, 1993).
La obligación de servicio universal entraña que,
en el caso de un servicio público esencial, el sector
público no puede en ninguna circunstancia renunciar
completamente a las responsabilidades que tiene res-
pecto a su explotación en la misma medida que en otras
industrias, sin poner al público en peligro. Dado que
el proveedor de último recurso siempre sería el sector
público, cabría que los gobiernos estudiaran la posibi-
lidad de extender la regulación de las empresas o de
renunciar a una regulación más amplia y cobrar a la
empresa privatizada una prima de riesgo por concepto
de seguro público que cubra los gastos imprevistos de
la intervención del sector público si la empresa cae en
un estado de explotación crítico (Devlin, 1993). Otra
posibilidad, no tan atractiva, sería la de conservar en
el sector público la capacidad de proporcionar un
medio residual de realizar funciones básicas si el sec-
tor privado no cumple con las suyas.
4. Regulación de las inversiones
Muchos de los beneficios de la participación del sec-
tor privado en las empresas de agua potable y alcanta-
rillado se deben a que ésta protege de presiones pre-
supuestarias a inversiones necesarias, pero políticamen-
te prescindibles. También permite aprovechar el fon-
do más amplio de capital privado para ayudar a finan-
ciar estas inversiones. El objetivo directo de la regula-
ción suele ser la política de precios; no obstante, el
efecto de la regulación en el bienestar social depende
esencialmente del comportamiento en cuanto a las in-
versiones que la regulación de precios provoca en las
empresas reguladas (Vickers y Yarrow, 1988). Dadas
la índole y las características tecnológicas del sector
es probable que las ventajas de la participación priva-
da sean menores si no hay participación privada en la
inversión.
Sólo habrá oferta suficiente de financiación priva-
da si ios inversionistas están seguros de que su inver-
sión no va a desaparecer a través de la expropiación
directa o de muchas medidas reguladoras de pequeño ca-
libre equivalentes a una expropiación defacto, y de que
obtendrán una rentabilidad del capital invertido que
corresponda al riesgo que corren. El problema del
compromiso rcgulatorio "se deriva de una asimetría
fundamental, a saber: el precio regulado es flexible
pero el capital empleado por la firma regulada no lo
es" (Besanko y Spulber, 1992). Dado que la vida eco-
nómicamente útil de muchos de ios componentes de la
infraestructura de agua potable y alcantarillado es su-
mamente larga y que éstos no pueden ser reubicados
en otras áreas ni tienen uso alternativo, la rentabilidad
de una inversión no depende tanto del marco regula-
torio inicial sino que está determinada por las decisio-
nes que el regulador toma con posterioridad a la inver-
sión o a la privatización.
Los posibles inversionistas necesitan el compro-
miso estatal de que se van a respetar a largo plazo sus
derechos de propiedad, las disposiciones y regulacio-
nes que rigen las tarifas, las condiciones de ingreso en
el sector y los planes de expansión. Es indispensable,
por lo tanto, crear un entorno regulador estable que fo-
mente y mantenga la inversión privada en los servicios
relacionados con el agua. Si no hay un entorno regu-
lador estable, el temor racional de un oportunismo
ex post por parte de los gobiernos servirá de elemento
disuasivo para no realizar inversiones eficientes en
activos inmovilizados. El único camino seguro que
conduce a la confianza del sector privado es un histo-
rial de gobierno racional comprometido con políticas
que fomenten la inversión privada en servicios públi-
cos. Estas consideraciones subrayan la necesidad de
asegurar normas regulatorias transparentes y estables,
y que reflejen un compromiso del Estado a reconocer
al inversionista privado una rentabilidad de largo pla-
zo aceptable. Por otra parte, el marco regulatorio debe
tener la flexibilidad necesaria para adaptarse a los cam-
bios que puedan producirse en los mercados, así como
en los planos económicos, institucionales, sociales y
tecnológicos.
Un efecto de la privatización será el de aumentar
la tasa de descuento que se aplica a los proyectos de
inversión, ya que los factores de descuento utilizados
por el gobierno suelen ser bajos. Esto significa que la
privatización puede influir en la elección de tecnolo-
gía. Si un gobierno decide utilizar las subvenciones pa-
ra alentar al sector privado a que siga una senda in-
versora concreta, debe prestar atención a la necesidad
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de velar por que las subvenciones se encaucen hacia
las empresas más eficaces y no tengan una injerencia
excesiva en el juego de las fuerzas del mercado.
Cuando los precios están sujetos a regulación, los
organismos reguladores deben vigilar de cerca los gas-
tos de capital y de mantenimiento de las empresas regu-
ladas para velar por que realicen las inversiones pre-
vistas en los limites de precios en el plazo previsto y
alcancen las metas de expansión, calidad y de otro tipo
para las que se ha propuesto la inversión. La necesi-
dad de una vigilancia estrecha queda subrayada por la
alta densidad de capital de la mayoría de las empresas
de agua potable y alcantarillado, que deja margen para
evadir las restricciones impuestas por la regulación de
precios, reorganizando su perfil de inversiones para po-
tenciar el rendimiento financiero a corto plazo a expen-
sas posiblemente de la eficiencia y las perspectivas a
un plazo más largo (Bishop y Kay, 1989).
V
Regulación estructural
Las reformas estructurales pueden tener diversos ob-
jetivos, siendo los dos siguientes los más importantes:
i) En el caso de las industrias donde la compe-
tencia es posible, fomentar dicha competencia, enten-
dida no como un fin en sí mismo sino como un medio
para lograr eficiencia económica y eliminar o reducir
la necesidad de regular conducta; y
i i) En el caso de las industrias donde la competen-
cia no resulta posible por razones tecnológicas, como
la de agua potable y alcantarillado, mejorar el acceso
a la información y facilitar la regulación de conducta.
En la consideración de las reformas estructurales
es importante recordar que éstas no son en absoluto una
panacea. Tratar de separar actividades estrechamente
dependientes entre sí puede costar caro, por la pérdida
de las economías de escala y de alcance, los costos del
mecanismo de coordinación de la operación de redes,
los costos de la reestructuración del sector y la posi-
ble pérdida de cierta internalización de externalidades.
Tales costos deben ser sopesados cuidadosamente fren-
te a los posibles beneficios del comportamiento de
reducción de costos en condiciones de presión compe-
titiva. Si esos factores revisten cierta importancia, tal
vez esté justificada la continuación del monopolio in-
tegrado.
1. La reestructuración horizontal
La reestructuración horizontal se refiere a la integra-
ción o separación de procesos de producción idénticos,
ya sea sobre una base territorial, o bien por categoría
de servicio. Ejemplos típicos de separación horizontal
son la subdivisión de empresas nacionales de agua
potable y alcantarillado en empresas regionales o muni-
cipales.
En algunos casos —por ejemplo cuando el tama-
ño del mercado supera con creces la escala óptima de
producción y los costos de transporte son insignifican-
tes en comparación con los de producción— la sepa-
ración horizontal puede crear competencia directa. Este
modelo ha sido aplicado en diversos países en el sec-
tor eléctrico, pero no es directamente aplicable al sector
de agua potable y alcantarillado, donde por lo general no
existen redes nacionales o regionales. Sin embargo, en
algunos casos es posible establecer una competencia
entre empresas regionales por grandes clientes industria-
les y comerciales o por el derecho de abastecer a los
clientes situados en los límites de las áreas de servicio
de las empresas.
Tal vez la ventaja principal de la separación ho-
rizontal, incluso cuando desemboca en monopolios
locales, y salvo que no haya correlación en las condi-
ciones de costos entre ellos, es que permite que los
organismos reguladores tengan acceso a información
de un grupo de proveedores independientes de servi-
cios comparables. Esto permite realizar comparaciones
útiles para fijar incentivos basados en el rendimiento
relativo, y crear así oportunidades para aplicar estruc-
turas de incentivos reguladores más eficaces basadas
en pautas o referencias comparativas. Además, la exis-
tencia de varias empresas expone a la industria a la
competencia entre ellas en el mercado de capitales.
La separación horizontal, sin embargo, puede sig-
nificar también que los organismos reguladores se
enfrentarán a la perspectiva de regular y vigilar un gran
número de empresas, lo que puede plantear graves
problemas administrativos.
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2. La reestructuración vertical
La reestructuración vertical se refiere a la integración
o separación de los diferentes procesos necesarios para
poner el producto o servicio fina! a disposición del
consumidor. Ejemplo típico de separación vertical es
la división de una empresa de servicios públicos de
electricidad en empresas de generación, de transmisión
y de distribución independientes.
Aunque la integración vertical en mercados com-
petitivos suele fomentar la eficiencia y aumentar el
bienestar social, la integración vertical de empresas
monopólicas puede constituir una preocupación para
los organismos reguladores por varias razones, a sa-
ber:
i) Un monopolio natural puede, gracias a la inte-
gración vertical, ampliar su poder monopolístico a los
mercados no regulados de las fases anteriores y poste-
riores de la producción, discriminando en su propio
favor o a favor de empresas filiales, incrementando las
barreras al ingreso e impidiendo el ingreso de los com-
petidores, por ejemplo, mediante tarifas de acceso a la
red prohibitivas o la discriminación en otras condicio-
nes de interconexión, y
ii) La integración vertical suele empeorar la asi-
metría de la información entre el organismo regulador
y las empresas reguladas, y perjudicar la calidad de la
información de que dispone aquél, impidiendo una
regulación eficaz de la conducta y brindando oportu-
nidades para burlar sus efectos.
Estas consideraciones sugieren que el regulador
debe tratar de identificar el o los componentes de la in-
fraestructura que definen a una empresa como monopo-
lio natural, y de aislar en lo posible estas actividades,
que se pueden denominar monopolio natural intrínse-
co, de aquellas otras actividades o procesos producti-
vos que no tienen ese carácter. Tal separación busca
evitar que las empresas que integran varios segmen-
tos de producción utilicen uno de éstos para sacar ven-
tajas indebidas de los otros, o escondan ineficiencias
transfiriéndoles ganancias de los demás.
Hasta la fecha, las reformas verticales de este tipo
han sido aplicadas más extensamente en el sector eléc-
trico, pero no son directamente aplicables al sector de
agua potable y alcantarillado, donde el margen para
aumentar la competencia a través de la reforma estruc-
tural vertical es sumamente limitado —si no inexisten-
te— por la solidez de las condiciones de monopolio
natural que emanan de las redes locales establecidas
de tuberías maestras de agua y alcantarillas. Los obs-
táculos son la necesidad de mantener una coordinación
extremadamente estrecha entre los servicios debido a
la interrelación de la demanda, los elevados costos de
transporte en relación con los costos de producción de
agua o de tratamiento de las aguas residuales, y el
hecho de que la experiencia acumulada y el equipo
utilizado en una actividad sean útiles para la otra.
3. Diversificación en empresas reguladas
La diversificación de cualquiera empresa tiene muchas
ventajas puesto que permite mejorar el manejo de los
riesgos, compensar las fluctuaciones de la demanda,
utilizar mejor la capacidad de la empresa y traer otros
beneficios que pueden traducirse en menores costos y
mejores servicios.
A pesar de sus beneficios potenciales, la diver-
sificación en industrias reguladas puede constituir una
preocupación para los organismos reguladores por
varias razones (Armstrong, Cowan y Vickers, 1994):
i) Las dificultades con la actividad no regulada
podrían afectar la capacidad de la compañía de recau-
dar capital y explotar la actividad regulada;
ii) En una compañía diversificada es más difícil
estimar el costo de capital y si una empresa se
diversifica a una actividad más arriesgada podría au-
mentar ese costo, y
iii) Las demandas de las actividades no reguladas
podrían distraer los cuadros directivos y los recursos
de las necesidades de la actividad regulada.
Además, se puede agravar la asimetría de la in-
formación entre el organismo regulador y la empresa
y reducirse la capacidad del regulador de aplicar la
competencia por referencia, al disminuir el número de
elementos de comparación disponibles. También se
deja margen para la subvención cruzada a través de la
fijación de precios de transferencia en operaciones
intraempresariales.
Por esas razones, las autoridades deben estar aler-
tas al impacto de la diversificación en empresas regu-
ladas. Al mismo tiempo, resultaría imprudente impo-
ner una prohibición generalizada a la di versificación,
ya que ésta puede dar origen a economías de escala y
de alcance y a reducciones de costo. Una cuestión im-
portante es cómo estructurar el sistema regulatorio para
aprovechar las ventajas de la di versificación y evitar
sus efectos no deseables. Lo esencial es asegurar la
transparencia de las transacciones entre actividades
reguladas y no reguladas, evitar subsidios de unas a
otras y garantizar el acceso del regulador a la informa-
ción necesaria para cumplir su trabajo.
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VI
El panorama actual de la regulación en
América Latina y el Caribe
Casi todos los gobiernos de América Latina y el Cari-
be han adoptado políticas de aumento de la participa-
ción del sector privado en los servicios de agua potable
y alcantarillado. La índole concreta de esas políticas va-
ría mucho de un país a otro. Solamente en algunos se
ha adoptado la política de traspasar al sector privado
la administración total de los servicios, normalmente
bajo la forma de concesiones, como en Argentina y Bo-
livia, En otros países, como ha ocurrido en Chile y Ve-
nezuela, la política adoptada ha sido la de descentrali-
zación y regulación en el marco del sector público,
limitándose la participación del sector privado a los
arreglos contractuales de servicios de carácter más
técnico.
Ahora bien, en lo que se refiere a la política re-
guladora, los países de América Latina y el Caribe tie-
nen dos prioridades muy claras, a saber: el desarrollo
de una capacidad reguladora eficaz y la implantación
de la independencia de las autoridades reguladoras, que
deberían estar exentas de una injerencia política directa.
Al mismo tiempo, es menester que los encargados de
definir la política reguladora sepan con absoluta clari-
dad cuáles van a ser sus verdaderos objetivos.
No es fácil desarrollar un sistema regulatorio y ha
sido necesario formular sistemas en los que se puedan
incorporar rápidamente las lecciones de la experiencia,
ya que no es posible predecir todos los problemas
desde el comienzo. Los principales obstáculos son la
falta de experiencia y una curva de aprendizaje relati-
vamente pronunciada. Precisamente por este motivo,
desde el principio, las funciones del órgano regulador
deben estar claramente definidas y limitarse a las es-
trictamente necesarias. En general, ese es el motivo de
que la regulación de los precios sea el enfoque básico
preferido, dejando que las demás decisiones las tomen
los directivos de las empresas. No obstante, la regula-
ción de la calidad del servicio tiene su propia impor-
tancia,
Disponer de suficiente información es esencial
para que la regulación sea eficaz. La senda más pro-
metedora para que los países de la región puedan abor-
dar el problema de la información asimétrica parece
consistir en algún tipo de competencia por referencia.
Las ventajas de la competencia por referencia pesan
mucho en los argumentos a favor de que la estructura
de los servicios de agua potable y alcantarillado este
separada horizontalmente en lugar de ser nacional.
El efecto de la regulación en el bienestar social
depende de manera crucial del comportamiento inver-
sor que ella induce en las empresas reguladas. En el
mundo como un todo no hay escasez de capital para
el sector; por el contrario, se puede poner en movimien-
to con rapidez una corriente inversionista, como lo
demuestra el ejemplo del sector eléctrico. Sin embar-
go, para que esto ocurra, los posibles inversores nece-
sitan no sólo el compromiso estatal de que se van a
respetar a largo plazo sus derechos de propiedad, sino
también que se cree un entorno regulador estable que
fomente y mantenga la inversión privada en los servi-
cios relacionados con el agua. Como se dijo más atrás,
el único camino seguro para ganar la confianza del
sector privado es un historial de gobierno racional
comprometido con políticas que fomenten la inversión
privada en servicios públicos.
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